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De conformidad con el artículo 40 Bis de la Constitución Política del Estado de Sinaloa, 
el Supremo Tribunal de Justicia del Estado tiene la obligación de enviar un informe 
escrito al Congreso sobre el estado que guarda la administración de justicia en la 
entidad, por lo que, en cumplimiento con ese deber constitucional y en un ejercicio de 
transparencia ante la ciudadanía sinaloense, se rinde el presente informe de labores 
correspondiente al año 2025.  
 

En este informe se reúnen las diversas actividades jurisdiccionales, de vinculación, 
de capacitación, así como las acciones administrativas que llevó a cabo el Poder Judicial 
del Estado, a través de cada una de sus áreas competentes, durante el periodo que se 
informa.  

 
En las páginas de este documento oficial se resalta el trabajo realizado por las y 

los servidores públicos judiciales, los cursos, talleres y conferencias organizadas para 
formar y capacitar de forma continua, tanto en materia jurisdiccional como 
administrativa, al personal de esta institución, los avances obtenidos respecto del acceso 
a la justicia, así como el respeto y protección de los derechos humanos de las personas 
que acuden a solicitar el servicio público de impartición de justicia.  
 

Lo anterior, en el cumplimiento de las funciones constitucionales, legales y 
reglamentarias conferidas al Supremo Tribunal de Justicia y de las demás leyes 
aplicables para el ámbito administrativo.  

 
Como ha sucedido durante los últimos años, las controversias que se promueven 

ante el Poder Judicial se han incrementado significativamente, especialmente las 
relacionadas con las materias familiar y civil, lo cual se destaca en el apartado estadístico 
de este informe.  

 
Respecto a la implementación del nuevo sistema de justicia oral civil y familiar, 

ordenado por el Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, se informa que 
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durante este año, y como parte de una primera etapa, iniciaron las actividades de 
capacitación respecto de ese instrumento legal, con la primera edición de un curso 
especializado sobre las instituciones previstas en el Código y, dados los resultados 
favorables, comenzó una segunda edición del mismo. 
 

Asimismo, para seguir avanzando en la instauración del sistema oral de justicia 
se llevó a cabo una reorganización administrativa por virtud de la cual se especializaron 
los juzgados primeros de primera instancia del ramo familiar de los distritos judicial de 
Ahome y Mazatlán, respectivamente en divorcios judiciales y divorcios judiciales, 
adopciones, alimentos, filiación, custodia y convivencia.  

 
Otro aspecto que se debe destacar es el relativo a la reforma del poder judicial 

local, mediante decreto número 86 expedido por el Congreso del Estado de Sinaloa con 
la finalidad de adecuar la constitución política de la entidad a lo previsto por la 
constitución federal, otorgando legitimidad democrática a magistradas, magistrados, 
juezas y jueces, quienes serán electos a través del voto popular de las y los sinaloenses 
en el año 2027, y serán evaluados por órganos de administración y disciplina, 
garantizando siempre la independencia, la imparcialidad, la ética y la objetividad del 
desempeño de la función judicial.  

 
Quienes integramos el Poder Judicial del Estado estamos preparados para asumir 

los nuevos retos que implica este cambio de modelo en la designación de las personas 
juzgadoras, el cual impulsará un mayor acercamiento con la ciudadanía sinaloense y nos 
hará corresponsables en la profesionalización de la impartición de justicia.  

 
Agradezco y reconozco al personal de esta institución por su compromiso, 

profesionalismo y vocación de servicio, valores que fortalecen la diaria tarea de 
administrar justicia y consolidan la confianza ciudadana en el Estado democrático 
derecho. Su labor es indispensable para salvaguardar los principios de 
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constitucionalidad y legalidad, así como los de imparcialidad y transparencia. Sus 
esfuerzos honran la función jurisdiccional y reafirman nuestra ética del servicio público. 

 
Magistrado Jesús Iván Chávez Rangel 

Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado 


